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RESUMEN

La incorporación masiva de tecnologías de la información y la comunicación, el fortalecimiento de la institucionalidad y de los servicios públicos del Estado; el fortalecimiento de la ciudadanía, a través del compromiso cívico; el entrenamiento de las “comunidades emprendedoras”, el aumento del grado de satisfacción de las personas con sus gobiernos, entre otros, son los valores que predominan en los principales discursos de carácter público sobre la “participación” en Chile.


El presente trabajo se centra principalmente en un ejercicio genealógico y crítico de los procesos de participación en Chile, a través de un análisis de los discursos públicos que sustentan las dos trayectorias de las experiencias participativas en Chile: 

a) El programa de “Participación Ciudadana”, instruido por el Gobierno Central y reproducido por los Gobiernos Regionales.

b) Los proyectos dirigidos por ONG’s, que actúan tanto a nivel metropolitano (Santiago), como a nivel regional (IX Región de La Araucanía).
ANTECEDENTES

En Chile los procesos de Participación han tenido un enfoque centrado fuertemente en la ciudadanía desde la perspectiva del Estado, principalmente porque han sido los propios Gobiernos los que han diseñado una política en esta dirección.  En efecto, actualmente la experiencia participativa ha sido asumida recientemente por la Secretaría General de Gobierno, a través del programa de “Participación Ciudadana”6.  Otras de las instituciones que han patrocinado los procesos participativos en Chile, han sido las Organizaciones No Gubernamentales, ONG’s, que actúan a nivel local, con fondos internacionales, y, habitualmente, asociadas más o menos críticamente a las políticas gubernamentales.  Entre otras ONG’s e instituciones asociadas está “Participa”7.


La experiencia de “Participación Ciudadana” en Chile, surge a partir de un Instructivo Presidencial que establece un compromiso de los Ministerios, Servicios Públicos y Gobiernos Regionales para implementar la participación de los ciudadanos, además de una serie de otras medidas legislativas: Ley Nº 19.653, de 1999, sobre Probidad Administrativa de los Órganos de la Administración del Estado; Decreto Nº 26, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; Ley Nº 19.880, de 2003, que establece las bases de los procedimientos administrativos de los órganos de la Administración del Estado.  Este hecho marca no sólo una clara lógica estatal, sino también un procedimiento fuertemente presidencialista, centralizado y centralizador.  En efecto, lo que hacen los Ministerios, Servicios Públicos y Gobiernos Regionales, más que compartir una filosofía de trabajo, es “cumplir” con ciertas instrucciones administrativas y legales

· “Buen trato, fundado en la dignidad de todas las personas y en el deber de servicio del sector Público.

· Transparencia en la gestión, a través de la mayor información y apertura a la ciudadanía.

· Igualdad de oportunidades para la participación, generando condiciones de acceso para los más vulnerables.

· Respeto a la autonomía y diversidad de las organizaciones de la sociedad civil, evitando toda forma de discriminación e instrumentalización” (INSTRUCTIVO PRESIDENCIAL, GOBIERNO DE CHILE. La cursiva es personal).

Lo anterior se ratifica a través de una Ley de Participación Ciudadana, materializada en la Carta de Santiago, firmada del 22 al 23 de mayo de 2003.  En ella se reconoce el distanciamiento existente entre los ciudadanos y las instituciones del Estado, planteando como necesario el establecimiento de procesos de participación “que involucren y reconozcan el aporte de todos los ciudadanos y ciudadanas”.  La Carta de Santiago constituye un esfuerzo de un grupo de “voluntarios” latinoamericanos por aunar criterios y políticas en torno al fortalecimiento, en primer lugar, del Estado y la gobernabilidad, proponiendo para el logro de ello la instalación de procesos de participación, coordinados fundamentalmente por las acciones voluntarias.

Genealógicamente, los procesos de “Participación Ciudadana” en Chile están vinculados directamente a iniciativas de incorporación de Tecnologías de la Información y la Comunicación, TIC’s, a mediados de la década de los ‘90.  Las primeras formas de “integración tecnológica” corresponden a experiencias en el ámbito universitario, tales como la Red Universitaria Nacional, REUNA, el Instituto de Informática Educativa, IIE de la Universidad de La Frontera; y el Departamento de Ciencias de la Computación, DCC, de la Universidad de Chile.  Luego las experiencias tecnológicas se trasladan al sector público, principalmente a través del Ministerio de Educación y el Servicio de Impuestos Internos.  Por su parte, en el ámbito privado destacan las experiencias de introducción tecnológica en los procesos productivos de la Compañía Telefónica de Chile, CTC, -hoy Telefónica CTC Chile, en el área de las telecomunicaciones; y la Asociación Chilena de Empresas de Tecnologías de la Información, ACTI, en el sector productivo tecnológico industrial.

Una de las primeras acciones del Gobierno fue reunir a las distintas organizaciones (universitarias, públicas y privadas), que contaban con experiencias en la incorporación de tecnologías, para elaborar un “Proyecto País”, el cual fue encomendado a la Comisión Presidencial de Nuevas Tecnologías de la Información (1998).  Es evidente, como ya se ha mencionado, la clara lógica estatal, asociada a procedimientos fuertemente presidencialistas, centralizados y centralizadores.

Posteriormente, y siempre en la lógica de que la introducción masiva de tecnologías y acceso a las mismas supone participación, se desarrolla una “ofensiva digital”, convocada desde el Discurso Presidencial de Ricardo Lagos (2000), cuyo propósito es la masificación del uso de las tecnologías, materializada en un aumento significativo de la población chilena usuaria de internet (de un 4% a un 12%).  En la actualidad, los debates siguen orientados a lo productivo, pero con algunas discusiones relevantes sobre la alfabetización digital y la equidad en el acceso de la información.  

Sin embargo, la discusión instalada sigue la lógica estatal, presidencialista, centralizada y centralizadora, pues a partir del año 2000 la coordinación de las políticas públicas en esta materia está a cargo del Comité de Ministros de Tecnologías de Información, integrado por los ministros asociados al sector tecnológico, económico, laboral, gubernamental, educativo y de telecomunicaciones.  La agenda de trabajo de este Comité se sustenta en 5 ejes:

· Fomento al acceso.

· Gobierno electrónico.

· Incorporación de Nuevas tecnologías en las Empresas.

· Formación de Recursos Humanos.

· Información y Participación Ciudadana 


(PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO, 2002).


En síntesis, las políticas públicas sobre participación en Chile siguen la lógica de la tecnologización masiva de la ciudadanía, como punto de convergencia entre el Estado y la sociedad civil.  Asimismo, se mantiene, como hemos reiterado, una clara lógica estatal, asociada a procedimientos fuertemente presidencialistas, centralizados y centralizadores, con 4 experiencias: 

· Proyecto Enlaces (educativo).

· Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones (tecnológico).

· Programa de Infocentros (tecnológico y productivo).

· Red de Bibliotecas Públicas para el Nuevo Milenio (tecnológico y educativo).

Como hemos sostenido, entre las ONG’s que han asumido el debate del acceso a la información y la participación ciudadana está PARTICIPA.  Esta ONG chilena de carácter privado tiene como objetivo la promoción de “una participación ciudadana efectiva y la creación de vínculos entre los distintos actores de la sociedad”.

Uno de los aportes centrales de PARTICIPA ha sido su esfuerzo por conceptualizar algunas nociones asociadas habitualmente a la Participación Ciudadana y al Uso de Tecnologías de la Información y la Comunicación, tales como: 

· Acceso a la Información.

· Marco Legal existente en Chile.

· Evaluación más o menos crítica de los aspectos positivos y negativos asociados al acceso a la información.

· Características y condiciones efectivas y reales de la implementación del derecho a acceso a la información en Chile, más allá del discurso del gobierno.

No obstante, los estudios de PARTICIPA están vinculados a otras áreas de interés, como es el caso del medioambiente.

CRISIS DEL MODELO ESTADO-NACIÓN. CENTRALISMO Y RECENTRALIZACIÓN.

La crisis del modelo Estado nación en Chile es al mismo tiempo una crisis política y económica y una crisis de las identidades, particularmente, pero no exclusivamente, étnica, y de la trayectoria de una etnonación política a partir de una etno-nación cultural. Es decir, resulta pertinente explicar la crisis del Estado nación en Chile como una crisis en un doble sentido: (i) del debilitamiento del diseño político del Estado-nación, en relación al fortalecimiento del mercado (factores exógenos); y (ii) de la frustración de la trayectoria posible del diseño político, a partir de los diferentes grupos étnicos.

Esta situación de crisis es la que genera un proceso de recentralización, pues, siguiendo a STÖHR (2001), las políticas y acciones siguen la lógica de un proyecto centrado en la delegación espacial de la autoridad administrativa y de planificación a niveles más bajos, pero dentro de los ministerios u organizaciones del gobierno central; y no centrado en la delegación como transferencia de responsabilidad de gobernar y decidir en temas de planificación y presupuesto a nivel local y regional, sustancialmente fuera del control directo del gobierno central.

Evidentemente, el primero es promovido precisamente mediante políticas como el programa de “Participación Ciudadana” en Chile y está orientado al fortalecimiento del Estado nacional.  En tanto, la segunda vía intenta prescindir de un poder y una burocracia central y centralista.  La distinción no es sólo analítica, sino fuertemente política, especialmente en su dimensión operativa.

En tal sentido, no podemos coincidir con STOHR en el sentido de que sólo se trata de “variaciones de un proceso de descentralización política y administrativa” (1981), pues en un caso es un proceso claramente de recuperación desesperada y demagógica –promovida como descentralización- del poder central del Estado, de tal suerte que se trata de un proceso de recentralización.

De esta forma, el análisis de STÖHR –hoy constituido en referente obligado en temáticas de descentralización- se acerca más a la noción de “empoderamiento local” desarrollada por FRIEDMAN (1992), otra conceptualización retórica orientada a reforzar las lógicas de poder central, pues no abordan el debate sobre ¿qué empoderar?, ¿qué tipo de empoderamiento?.  Lo único claro es el proceso instrumental de introducción de poder a las comunidades locales, pero no los mecanismos de toma de decisión frente a dicho poder, ni las lógicas clientelares que prevalecen en las lógicas de desarrollo y empoderamiento, las cuales ha estudiado detenidamente DURSTON (2002):

“Todos los gobiernos del mundo están cruzados por el clientelismo político, que es uno de los aspectos de la democracia parlamentaria junto con el lobby, por los intentos de diferentes grupos y actores de controlar espacios estatales.  El clientelismo  no es, ciertamente, un tema tabú entre los politólogos (AUYERO, 2000; GONZÁLEZ, 1997) ni entre los políticos, pero sí lo parece ser en los programas de superación de la pobreza, que pretenden mantenerse libres de ‘politización’ a la vez que ellos y sus destinatarios están siempre inmersos en densas redes de clientelismo de un signo u otro. Como el clientelismo paternalista reduce los radios de confianza entre facciones al interior de la comunidad indígena y alienta la captura de la institucionalidad local por una facción privilegiada, en muchos casos el primer paso para la formación del capital  social en sectores pobres es la reconstitución del radio de confianza comunitaria y la reconquista por la mayoría de la institucionalidad en asociaciones locales.  Un segundo paso, entonces, es el empoderamiento de la comunidad o de la asociación como actor social en el sistema político microrregional (territorio municipal), para renegociar las relaciones de receptividad pasiva que caracteriza el clientelismo paternalista”. (DURSTON, 2002).

Por otra parte, tampoco es posible coincidir con el análisis de STÖHR (2001), en el sentido que  “las restricciones [a la descentralización] se relacionan principalmente a la falta de conocimiento, de recursos humanos y financieros al nivel subnacional, así como a déficit de la sociedad civil y de la capacidad de autoorganización”.   En efecto, las que enumera STÖHR constituyen limitaciones, pero consignarlas como las restricciones nos llevaría a pensar que la solución pasa sólo por coordinar –desde algún nivel central- procesos de capacitación y fortalecimiento de la sociedad civil, como se viene desarrollando, con énfasis en los roles que los actores sociales deben cumplir en un escenario, nuevamente centralizado y centralista.

Como hemos señalado, la crisis del modelo Estado nación en Chile –así como en distintos países de América Latina, el Caribe, Europa y Asia-  está asociado fuertemente al quiebre de la opción de las culturas étnicas en transformarse en culturas políticas al imponerse un modelo político administrativo exógeno.  De tal suerte que el debate sobre la descentralización y la participación enfrentará inevitablemente el fantasma de la ruptura definitiva del Estado nacional:

“Otro problema, que se da especialmente en países multiétnicos, es que la descentralización puede llevar a la desintegración de un país por fuerzas centrífugas.  Este es un problema importante, ya que muchos países en desarrollo tienen una composición multiétnica” (MAQUENANT y TAYLOR, 2001).   

Otro argumento, esta vez de STÖHR (2001), orientado a la protección del modelo de Estado nacional consiste en su preocupación por la organización social y cultural local de las comunidades que, según el autor, menoscaba la descentralización.  En verdad, los procesos de organización local efectivamente constituyen un desafío para la gobernabilidad entendida centralizadamente; asimismo, constituye un desafío para las tradicionales formas de intervención social, política y económica.  En definitiva, la descentralización no puede estar asociada a procesos de desintegración de las formas de organización social (capital social) y cultural (capital cultural), del nivel local, como apunta acertadamente DURSTON (2002), en su estudio del caso de las comunidades campesinas indígenas del sur de Chile:

“El proceso de fortalecimiento del capital social de pueblos indígenas, partiendo de un aumento de escala de su asociatividad a nivel regional, consiste en una cadena de acción y reacción de al menos tres de los principales actores sociales: las élites urbanas provinciales, los organismos externos de lucha contra la pobreza y las comunidades y organizaciones indígenas de la zona.  Es la historia de la creación de un nuevo actor social y de la transición de las normas, conductas y relaciones típicas del clientelismo autoritario al semiclientelismo.  Ese cambio puede darse sólo cuando las comunidades ya hayan formado (o reconstruido) su capital social rudimentario, para poder intervenir y adaptarse como actores sociales, reaccionando tanto a las estrategias de sus adversarios como de sus aliados” (DURSTON, 2002).

DURSTON  es plenamente conciente de que el semiclientelismo no es la mejor alternativa, de hecho postula como propuesta la “Sinergia de Coproducción Estado-Sociedad Civil” –propuesta, por cierto, discutible; sin  embargo insiste en la necesidad de que esta propuesta debe formar parte de una política pública nacional, la cual debe diferir completamente de aquellas “que se centran en cambios culturales e institucionales implementados ‘de arriba hacia abajo’”.  La crítica de DURSTON no es intrínseca a los cambios culturales, como podría parecer, sino a la forma en que son comprendidos,

“Más que planificar el cambio cultural, se trata de crear estímulos  y condiciones propicias para que emerjan y florezcan formas y dinámicas impredecibles de confianza y cooperación.  Lo que no es legítimo, a estas alturas del conocimiento empírico de las sociedades nacionales, es seguir analizando el capital social a nivel societal con modelos simplistas que postulan un universo de agentes con dotaciones idénticas de activos” (DURSTON, 2002).

 
Para comprender adecuadamente los aportes de DURSTON, conviene precisar sus nociones de capital social y capital cultural, las cuales no recogen, precisamente, lo mejor de la tradición crítica al respecto, pues se centran, al menos, en lo conceptual, en la discutible idea de “capital”.  Al respecto, aclara el autor chileno que:

“Definimos capital social como las actitudes de confianza y las conductas de cooperación y reciprocidad presentes como contenidos de algunas relaciones e instituciones sociales [lo que incluye seis tipos o niveles de capital social:] individual (contratos diádicos y redes egocentradas), grupal (trabajo en equipo, facción y líder), comunitario (sistema complejo inteligente), de puente (eslabonamiento de alianzas regional y nacional), de escalera (apoyos potentes, contactos y clientelismos) y societal (normas e instituciones generalizadas) [en tanto que el capital cultural se define por la inclusión de:] visiones compartidas acerca de comportamientos esperables de las personas, valores compartidos que jerarquizan los objetivos deseables, normas de conducta correcta, generales y para líderes; memoria compartida de historia propia, religión compartida, mitos, modelos de personajes arquetípicos, identidad compartida, reglas de parentesco: alianzas matrimoniales deseables, definición de roles de parientes; rituales y ceremonias para solemnizar vínculos e identidades, principios de reciprocidad horizontal y vertical y premios y castigos culturalmente definidos que satisfacen necesidades socioeconómicas: aceptación/ostracismo, prestigio/repudio, honra, estatus”  (DURSTON, 2002).

Por otro lado, y siguiendo con la discusión sobre el “empoderamiento local” de FRIEDMANN (1992), en lo que este autor se equivoca es en su análisis sobre el creciente fortalecimiento de la sociedad civil, especialmente desde mediados de la década del ’70:

“El aumento del rol de la sociedad civil [se atribuye a] las consecuencias de la globalización y los consiguientes procesos de reestructuración, acompañado por una retirada del Estado [donde sociedad civil son] aquellas organizaciones, asociaciones e instituciones que existen más allá de la esfera de supervisión y control directo del Estado”  (FRIEDMANN, 1998).


Por otra parte, es útil la distinción que hace FRIEDMANN (1998) sobre dos tipos de sociedad civil en su relación con el Estado:

a) Aquella de tipo institucional “mediadora” entre el individuo y el Estado.

b) Aquella que corresponde a un concepto más radical, de movilización política y de resistencia activa, con énfasis en la autogestión y la práctica de una democracia directa.

A lo que asistimos en la mayoría de los casos es a procesos de carácter más institucional, guiados desde el Estado, con énfasis en la subsidiariedad y la clara delimitación entre las funciones del individuo, los grupos (familia, comunidad local) y Estado.


Además de la discusión sobre la mencionada crisis del modelo de Estado nación, está la fuerte presencia que durante siglos ha dominado a las comunidades locales: los procesos colonialistas, feudalistas, militaristas, entre otros:  ¿cómo lograr más participación en el contexto de esta carga histórica y social?.


Los diferentes autores debaten entre el pesimismo y la cautela: el pesimismo de OYUGI (2001) en el caso de África, y la cautela y moderación de PASARIBU (1998), en el caso de Indonesia.


Por su parte, las experiencias que se han denominado “exitosas”, se centran en una lógica claramente institucional y de fortalecimiento del poder central, en tanto gestor y subvencionador:

a) La experiencia de BAQIR (2001) propone la “creación de una gran red de ONG’s intercomunicadas hasta integrarse con los sistemas formales de gobierno y la empresa”.  Su finalidad declarada es, no obstante, lograr la autogestión.

b) La experiencia de STREMPLAT-PLATTE (2001), que plantea la necesidad de cambios que involucran aspectos “conductuales y estructurales de toda la estructura sociopolítica, que comprende todos los actores sociales y niveles societales desde el nivel local hasta el nacional, y la integración entre ellos”.

MODELOS DE DEMOCRACIA Y PARTICIPACIÓN

Según RODRÍGUEZ VILLASANTE (2002), la idea de democracia participativa aparece incluida en los programas de los partidos políticos hace años, “como síntesis de la democracia representativa y de las experiencias de democracias directas (2002:1); sin embargo, las formas en que las instancias políticas entienden esta idea es muy diversa.

Ya a principios de los ’90 RODRÍGUEZ VILLASANTE y su equipo de trabajo estudian las experiencias participativas en distintos municipios.  Y una distinción fundamental que surge es la de “participación ciudadana” y “democracia participativa”.

Como ya se ha mencionado, la experiencia en Chile estaría más referida al primer caso, en el cual 

“Además de tener muy escaso presupuesto, se encarga de las relaciones con las asociaciones, sobre todo las actividades culturales y reivindicativas de los barrios.  Lo que suele discutir son los reglamentos de participación, las subvenciones a las asociaciones y actividades y pocas cosas más” (2002:1).


Lo que pretende esta investigación es, precisamente, conocer las condiciones exactas de la experiencia en Chile.


Por otra parte, en la lógica de las democracias participativas se incluyen experiencias muy heterogéneas: desde municipios pobres y pequeños a municipios ricos y grandes, pasando por experiencias multiculturales; desde iniciativas populares a iniciativas de partidos políticos.  Es decir, 

“Apenas se puede hablar de democracia participativa en singular, como un modelo de referencia, sino en plural, de diversas vías o procesos de construcción, según las características propias de cada lugar.  No son reducibles a un reglamento tipo.  Otra característica es que implican a los departamentos municipales en su conjunto […] en unos casos parten de una parte de los presupuestos, o de áreas como obras o urbanismo, y en otros casos de una concepción integral de la participación en todos los aspectos municipales, pero siempre con una voluntad de no quedar restringidas al debate de las subvenciones de tal o cual departamento.  Tampoco se trata sólo de debatir con las asociaciones constituidas, sino con toda la ciudadanía que quiera participar [donde el objetivo es] promover procesos para que nuevos sujetos sociales se sumen a las asociaciones ya existentes o creen otras nuevas […] no tanto reglamentados o subvencionados […] como autoorganizados en las formas y tiempos que consideren más oportunos en cada situación particular”  (RODRÍGUEZ VILLASANTE, 2002: 1 y 2).


Muchas discusiones sobre las formas y niveles de participación se centran en los mecanismos e instrumentos utilizados; no obstante, una pregunta crucial es ¿de dónde surgen las iniciativas?, ¿qué grado de acceso y decisión hay en los procesos iniciales?:

“Porque cualquier consulta o debate en el que la información o las preguntas ya están restringidas de ante mano son formas que nacen viciadas o sesgadas desde quien las convoca.  Puede participar muchísima gente en las respuestas […] pero, ¿quién dicta las preguntas?.  Las informaciones previas que circulan, de donde se seleccionan las preguntas, son claves; y estas suelen ser manejadas por técnicos en la materia, al servicio de los poderes y sus objetivos” (RODRÍGUEZ VILLASANTE, 2002: 2).


De tal manera que el debate fundamental está en el establecimiento de la agenda del proceso participativo y quienes participan en esta fase.


RODRÍGUEZ VILLASANTE (2002) insiste en que la problemática no está tanto en las técnicas como en la forma en que se plantean los procesos metodológicos que incluyen dichas técnicas.


Así, resulta clave comprender ¿dónde se deciden los aspectos referidos a estos procesos participativos?  Otra de las preguntas fundamentales es, entonces, ¿dónde surgen los comentarios y planteamientos que fundamentan las experiencias democráticas?  Y el desafío es vincular los programas e iniciativas con dichos “lugares”, “momentos”, “situaciones”, “hechos”, etc., y no crear  instrumentos de recolección de información previamente diseñados, por muy masivas que resulten las posteriores “consultas”.  Sobre la lógica de las “opiniones mayoritarias”, ya ampliamente ha comentado NÖELLE-NEUMANN (1995).  La autora centra su atención en la relación entre individuo y entorno social, y la contradicción entre opinión pública y temor al aislamiento:

“Para no encontrarse aislado, un individuo puede renunciar a su propio juicio.  Esta es una condición de la vida en una sociedad humana.  Si fuera de otra manera, la integración sería imposible.  Ese temor al aislamiento (no sólo el temor que tiene el individuo de que lo aprten sino también la duda sobre su propia capacidad de juicio) forma parte integrante, según nosotros, de todos los procesos de opinión pública […] Hay un vínculo estrecho entre los conceptos de opinión pública, sanción y castigo” (NÖELLE-NEUMANN, 1995).


Lo anterior explica la complejidad de sustentar la participación exclusivamente en procesos de consulta popular, aunque las técnicas sean muy sofisticadas.  Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los procesos de participación no sólo se trata de una lógica de temor al aislamiento frente a opiniones consideradas a priori mayoritarias, sino que, también, se trata de:

a) Una lógica de desconfianza en las dinámicas de acceso, decisión y estructuras materiales de la participación (medios).

b) Una apatía frente a las formas y niveles del centralismo político, administrativo y económico.

c) Un “sentimiento” de (auto)exclusión frente a procesos fuertemente exógenos.


Por otra parte, debemos centrarnos en los componentes considerados fundamentales para las democracias participativas.  En este sentido, podemos consignar los siguientes momentos históricos que, desde una perspectiva discursiva e ideológica, y desde un  ejercicio genealógico, nos permiten debatir la necesidad de un modelo de democracias participativas, de ciudadanía activa y de una opinión pública autónoma: (1) racionalidad iluminista e ilustrada,  (2) los movimientos de protesta en las calles, (3) la lógica de los líderes de opinión, (4) la lógica de los sondeos estadísticos, y (5) la postura del periodismo público (MIRALLES, 2001).  A continuación, este cuadro recoge los principales elementos a considerar en un modelo de democracias participativas y  de comunicación para el desarrollo local endógeno y territorial:

	MACROCOMPONENTES DEMOCRÁTICO-PARTICIPATIVOS



	ACTORES
	1. Élites políticas y económicas.

2. Masa.

3. Líderes de opinión.

4. Empresas elaboradoras de estadísticas.

5. Sociedad civil organizada y no organizada.

	FORMAS DE DELIBERACIÓN
	1. Razón.

2. Cierta voluntad colectiva.

3. Vocerías y lobbying profesional.

4. Respuesta a encuestas.

5. Diálogo entre pares desde los saberes cotidianos.

	FORMAS DE REPRESENTACIÓN
	1. Minoría que representa intereses de la burguesía.

2. Vocería social y política (informal).

3. Representación basada en saber, técnica y persuasión política.

4. Principio de representatividad basado en extrapolación estadística de la opinión.

5. Expresión abierta aunque mediatizada, basada no sólo en lo político sino en las identidades urbanas múltiples y variadas. 



	CONCEPCIÓN SOBRE LO PÚBLICO
	1. Público es lo que se hace público (opinión de las élites)

2. Lo público se materializa en la expresión directa en las calles (lo publicado)

3. Lo público encarna la disputa de intereses.

4. Es difuso, pues se basa en los efectos de la publicidad sobre temas de actualidad.

5. Lo público es lo común, compartido, visible y manifiesto.

	ROL DE LA INFORMACIÓN
	1. Como legitimación del poder político.

2. Cómo informar sobre las protestas y expandir sus efectos.

3. Necesidades informativas de los líderes de opinión y de la prensa.

4. El sondeo como persuasión política encubierta en formato informativo.

5. Informar es proporcionar elementos para participar en el debate público.

	RELACIÓN CON EL PODER
	1. Legitimación del poder político y económico.

2. Ruptura frente a opiniones dominantes y prohibiciones.

3. Líderes negocian sus intereses con los intereses del poder.

4. Legitimación del discurso del poder mediante preguntas.

5. Lógica del contrapoder, al colocar la gestión democrática del poder en la ciudad.

	LOS LENGUAJES
	1. Hegemonía de la escritura.

2. Apertura hacia formas de lenguaje simbólico y corporal.

3. Coincide con la profesionalización del periodismo y la tecnificación de la información (“objetividad”, redacción y consumo rápido).

4. Hegemonía de la estadística y la racionalidad “positiva”.

5. Énfasis en la polifonía, lo narrativo y el juego de las subjetividades.

	RELACIÓN CON LA ACTUALIDAD
	1. Los medios como creadores de actualidad antes de que exista la “noticia”.

2. La protesta como acontecimiento massmediático.

3. Los líderes como parásitos de la actualidad massmediática.

4. La encuesta como petrificación de la actualidad y de la opinión pública.

5. Énfasis más en el acontecimiento que la noticia, a fin de debatir sobre la actualidad y no sólo consumirla.

	SUBSISTEMAS IMPLICADOS


	DESCRIPCIÓN

	AXIOLÓGICO
	· Valores fundamentales: libertad, justicia, paz, equidad, alteridad, etc.

	ACUMULATIVO
	· Modelo de crecimiento subyacente: acumulación de capital, acumulación de progreso técnico y acumulación de capital humano.

	DECISIONAL
	· Proyecto político de desarrollo del cual es portador cada agente (individual, coporativo o colectivo) que participa de la planificación y definición de estrategias.

	ORGANIZACIONAL
	· Compuesto por el universo de organizaciones públicas y privadas del territorio.

	PROCEDIMENTAL
	· Procedimientos de la administración pública: prestación de servicios a las personas, manejo del flujo de información, etc.

	SUBLIMINAL
	· Capitales intangibles: cognitivo, simbólico, cultural, social, cívico, institucional, psicosocial, massmediático, humano.

	COMPONENTES ESPECÍFICOS


	OBJETIVOS

	ESPACIO PÚBLICO
	· Construcción democrática de consensos.

· Propiciar respuestas colectivas a problemas colectivos.

	FOCALIZACIÓN
	· Involucrar a públicos diversos.

· Acotación de la esfera de interés, como instancia política y no sólo como temática informativa.

	INFORMACIÓN 
	· Dar permanencia a la información para permitir su debate.

· Abrir el espacio para informaciones ajenas al circuito massmediático.

	PARTICIPACIÓN
	· Ampliar el uso de estrategias: sondeos, entrevistas en profundidad, conversaciones y foros.

	DEBATE
	· Contribuir a la formación del juicio crítico entre los ciudadanos.

	CONSENSOS
	· Permitir la construcción de discursos propios entre los ciudadanos.

	VISIBILIDAD
	· Dar voz pública a la ciudadanía.

	AGENDA CIUDADANA
	· Representar el punto de vista de la ciudadanía.

· Ciudadanos como sujetos políticos que generan temas de interés público.

· Contribuir al diálogo entre tres tipos de agenda: la del poder, la de los medios de comunicación y la de los ciudadanos.

	INTERLOCUCIÓN CON EL PODER
	· Permitir que el discurso público lo lleven los ciudadanos.

· Permitir que el poder local escuche con posibilidad de réplica.

· Permitir que la convocatoria sea realizada por el poder, los medios y los ciudadanos.

	SEGUIMIENTO PERIODÍSTICO
	· Seguimiento de la respuesta o no respuesta del poder a las propuestas de los ciudadanos.

· Permitir el intercambio de argumentos sobre las decisiones frente a las propuestas ciudadanas.


Fuente: Elaboración propia, a partir del trabajo de BOISIER (2003), RODRÍGUEZ VILLASANTE (2002) y MIRALLES (2001).


Entre la hegemonía de una racionalidad iluminista e ilustrada, que marca el primer momento histórico de nuestra genealogía en la construcción de un modelo de democracias participativas, de ciudadanía activa y de opinión pública autónoma, y la hegemonía de una racionalidad estadística “positivista”, que corresponde al cuarto momento histórico, hay un retorno, un cierre discursivo y una re- hegemonización de ciertos valores liberales.  El quinto momento, que MIRALLES (2001) llama “periodismo público” y otros llaman “periodismo cívico” o “comunicación para el desarrollo”,  forma parte del debate crítico actual.


Uno de los retos de la construcción de una ciudadanía como la planteada hasta aquí es, paradójicamente, salir de la lógica de la “ciudad”, la cual, a veces, se transforma en un eje hegemónico sobre otras realidades.  Lo anterior es asumido en la actualidad en el debate desde el desarrollo endógeno territorial, lo cual circunscribe el debate  en la perspectiva de una democratización no sólo “desde adentro”, sino que también toma como referente los territorios.  La noción de territorio, a riesgo de “espacializar” o restringir el debate a lo “geofísico”, es más amplia que la idea de ciudad, a propósito de la construcción de un modelo participativo de democracia, pues

“El desarrollo es un proceso de indesmentible naturaleza territorial; ocurre en el territorio, no levita […] Todo proceso de desarrollo ha comenzado –históricamente- en un lugar, normalmente de pequeña escala, o sea, comienza como desarrollo local; ha sido endógeno en su origen, siempre desatado por fuerzas internas del lugar (aunque el crecimiento pudiese ser, como lo es crecientemente ahora, exógeno); para desplegarse como proceso endógeno ha debido ser también descentralizado [encontrándose luego de su expansión] con fuerzas adversas (derivadas de la hegemonía de la función sobre el territorio, en la modernidad) que terminan por configurar las conocidas modalidades de la geografía del desarrollo: archipielagización o, dicotomía centro-periferia [donde] pretender que la globalización haya dado muerte a la geografía y al territorio es una miopía de algunos analistas” (BOISIER, 2003).

LA DIMENSIÓN DEL DISCURSO SOBRE LA PARTICIPACIÓN,  LA DEMOCRACIA Y LA CIUDADANÍA: LEGITIMACIÓN/RESISTENCIA; APROPIACIÓN/EXPROPIACIÓN.

El propósito de esta sección es proponer algunas bases para la comprensión de los procesos de producción del discurso, público o no, sobre la participación, la democracia y la ciudadanía, desde los diferentes enfoques y corrientes, teóricas o no, que se integran en los debates.  Sin perjuicio de los otros conceptos, los cuales son desarrollados en otras secciones (2.2. Modelos de Democracia y Participación; 2.3.3. Participación y Uso de Tecnologías; y 2.3.4. Comunicación, Participación, Acceso, Toma de Decisiones y Democracia), la discusión se centrará aquí principalmente en las nociones de ciudadanía y participación, desde los diferentes enfoques que ha sido abordada, particularmente desde las teorías de la información, la comunicación y el periodismo, y las corrientes de la gestión o gerencia de los servicios públicos.

Uno de los trabajos fundamentales sobre la ciudadanía es el libro de MARSHALL (1950), en el cual se entiende por ciudadanía una pertenencia “plena” a cierta comunidad; en cuyo caso la pertenencia implica, necesariamente y en sí misma, la participación de los individuos en la determinación de las condiciones de su propia pertenencia a dicha comunidad.

Así, la noción de participación se basa en una relación, más pretendida que lograda, entre pertenencia a una comunidad y participación, como una relación intrínseca, que sustentará los planteamientos y teorías sobre la ciudadanía, especialmente de los años ’80.

Ciudadanía, como lo sostiene ORTIZ (2003: 105), es planteada en oposición a “clase”, para liberar a las tesis del liberalismo de las ataduras del marxismo.  En efecto, los planteamientos de MARSHALL  sustentan el valor de la ciudadanía en la adquisición de ciertos derechos, a saber, civiles (siglo XVIII), políticos (siglo XIX) y sociales (siglo XX).

El concepto de ciudadanía, entonces, será desarrollado por diferentes autores con bastante retórica y abundante ruido mediático, como sostiene ORTIZ (2003:108):

· Ciudadanía activa (ZUSMA-QUINTAR).

· Ciudadanía universal (BERMUDO, 2001).

· Ciudadanía global (NEGRI, 2001).

· Ciudadanía cosmopolita (BOAVENTURA, 2002).

· Ciudadanía planetaria (WELMAVICKI, 2001).

· Ciudadanías híbridas (GARCÍA CANCLINI, 1995).

· Ciudadanías mestizas (URIBE, 2001).

· Ciudadanías de baja intensidad (O’ DONELL).

· Ciudadanía de empresa (MATTIEUS).

· Ciudadanía multicultural (CORTINA, 1999).

· Ciudadanía intercultural (CORTINA, 1999).

Sin perjuicio de lo anterior, el trabajo de ORTIZ (2003:109) es significativo por su distinción de los tipos de ciudadanía:

a) La ciudadanía sacra, que combina ciertas tradiciones religiosas católicas y regionales, que se sintetizan en el costumbrismo clerical y la política reactiva.

b) La ciudadanía secular que, desde los años ’30, con la industrialización y las corrientes obreras masivas, destruye el tejido feudal y campesino de los países tradicionales.

c) La ciudadanía sociocultural, inaugurada  a inicios de la década del ’90 con la llegada de nuevos actores sociales que antes no estaban representados: indígenas, mestizos, negros y guerrilleros arrepentidos”. 

Otra discusión central en el ámbito del discurso es la referida a la concepción lineal del tiempo y la historia.  Esta concepción, sugiere CAIRO (2002), ha generado una correlación perversa según la cual:

“Hay una ruta trazada por la que discurre el tiempo, que nos lleva al futuro.  La humanidad sigue esta ruta, de forma tal que cada generación recibe el testigo del progreso anterior.  Hay una evolución, y este progreso evolutivo es beneficioso para la sociedad y, en definitiva, para la humanidad.  Estamos en un proceso de permanentes avances y esta progresión se realiza básicamente a través de la tecnología”. (CAIRO, 2002:46)

 
Son tan evidentes las divergencias en la construcción discursiva de las formas o modelos de comunicación y participación, que no hay acuerdo entre los diferentes conceptos al uso y, además, estos apelan a significados muy diferentes.  Por ejemplo, mientras muchos defienden la idea de “comunicación para el desarrollo” o la de “periodismo comunitario”, MIRALLES (2001) opone a ambas la noción de “periodismo público”.  Como he dicho, lo anterior podría resultar meramente anecdótico, sino fuera por las connotaciones que adquiere uno y otro en los debates.  Dejaremos, no obstante, de lado esta confusa nomenclatura, para centrarnos en los fundamentos de la misma.


Resulta útil, desde la perspectiva del periodismo, un análisis genealógico, 

“Es significativo que el periodismo haya seguido el modelo general de la teoría liberal de la ciudadanía [...] al igual que del concepto de cultura política, porque excluye la participación del ciudadano en la toma de decisiones y porque coloca la opinión pública en el ámbito privado” (MIRALLES, 2001: 18 y 19).


Efectivamente, esta incorporación de la teoría del periodismo en particular y de varias corrientes de la comunicación –como ciertas concepciones de la comunicación para el desarrollo, especialmente de origen difusionista-, impide la construcción de un discurso sobre un ciudadano activo, volviendo permanentemente al “metarrelato”, que aún se mantiene inconmovible, de una teoría liberal de la ciudadanía.  


En este contexto surge una pregunta crucial: ¿cómo pensar al ciudadano desde esta teoría liberal?, pues siempre se retorna a concepciones que permiten la mitificación de este metarrelato, como las ideas de “periodismo cívico” y “participación ciudadana”, especialmente si están asociadas a discursos como el de “republicanismo cívico” y la idea de “ciudadano en virtud de un Estado”.  Por lo anterior, resulta interesante la idea de pensar esta ciudadanía como un tercer espacio, independiente del Estado (lo público) y el Mercado (lo privado), si acaso es posible sostener esta oposición más allá de lo analítico.


Estas mismas lógicas liberales mitificadas de la ciudadanía se mantienen, por ejemplo, en el discurso de los medios, los cuales suelen mostrar a ciudadanos espectadores beneficiarios del Estado y no a ciudadanos participativos.  Lo que también se ha traducido en la construcción discursiva de ciudadanos pasivos en contextos de “beneficiarios del Estado” y ciudadanos activos en contextos de “inseguridad ciudadana e ingobernabilidad”, como es el caso paradigmático de los diferentes movimientos sociales.  


En efecto, la concepción de un ciudadano inserto en el espacio público como votante y consumidor a lo largo del siglo XIX crean las condiciones para el “desarrollo de una prensa de carácter masivo a la que también los adelantos tecnológicos le dieron enorme fuerza” (MIRALLES, 2001: 53).


Como hemos señalado, la bibliografía no es en absoluto sistemática ni uniforme desde el punto de vista conceptual.  Ya hemos revisado algunos de los recorridos referidos a los tipos de democracia y ciudadanía.  Otro de los conceptos que se ha reiterado en esta investigación es el de opinión pública, no como sinónimo de los anteriores, pero su recorrido genealógico nos da pistas importantes sobre la discusión emprendida aquí.


Otra corriente significativa en la aproximación a los conceptos planteados en esta sección es la que sigue la tradición de la gerencia (o gestión) de los servicios sociales, la cual encontramos ampliamente desarrollada en el trabajo de TOBÓN y MUÑOZ (2001).  Esta corriente puede asumir dos lógicas, una instrumental y otra más crítica.  

Según la lógica instrumental, la gestión de los servicios públicos se sustenta en una concepción tecnológica del desarrollo, en la cual el objetivo es disponer, transferir y distribuir los instrumentos y operaciones del sector productivo al ámbito de los servicios sociales, de acuerdo a los artefactos que el mercado ha definido como desarrollo y progreso.  En efecto, lo que se observa actualmente es la transferencia de procesos desde el campo de la industria y el comercio, según una racionalidad de mercado, al ámbito de los servicios sociales, como medidas carentes de reflexión.  Los conceptos que operan la legitimación de estas acciones son básicamente la racionalidad instrumental y económica asociada a las nociones de eficiencia y eficacia.

La pregunta central que permite la transición desde la perspectiva instrumental a la crítica es: ¿cuál es el tipo de pensamiento científico que sustenta y subyace en la gerencia social?

Según la lógica crítica, es fundamental la reflexión de para qué y por qué es necesaria la incorporación de determinados instrumentos a los servicios sociales,

“Para la gerencia de servicios sociales es condición previa y necesaria el explicitar y optar deliberadamente por el tipo de desarrollo social que se busca, además de la política que lo orienta, pues sin este fundamento, la acción social (los servicios sociales y de bienestar) se convierte en paliadora de necesidades de la población sin lograr un verdadero desarrollo de las condiciones y calidades de vida de la misma” (TOBÓN y MUÑOZ, 2001: 35).


Para la corriente crítica de la gestión de los servicios sociales, es fundamental romper el monopolio estatal y el centralismo en la aplicación de cualquier política social, para lo cual se requiere la creación de nuevas institucionalidades, integradas por los distintos actores sociales (públicos y privados) a través de procesos de participación.  En este escenario, se entiende  que cualquier mejora en el acceso a la información, la democracia y la participación, suponen nuevas exigencias y derechos de los usuarios, en una dinámica de permanente cambio social.  Así, el acceso, la democratización y la participación no pueden ser entendidas como una respuesta generosa desde un poder central y centralizador.

“Las instituciones creadas por la sociedad civil son una de las formas de garantizar la democracia, pues ésta no es real si no hay una participación efectiva y eficiente de todos los estamentos de la sociedad en los asuntos sociales.  La participación es también una forma de garantizar estrategias que facilitan la expresión de cómo se siente y se interpreta los asuntos de la sociedad; las formas institucionales son una vía de la participación en la sociedad moderna” (TOBÓN y MUÑOZ, 2001: 57 y 58).


El propósito de la creación de nuevas formas de institucionalidad social no es reemplazar los modos de participación político partidista, sino que constituyen otras propuestas, dotadas de una concepción ética y política.


Por otra parte, la concepción de un servicio social desde la dimensión crítica del desarrollo, exige reformular las tradicionales nociones clientelares, las cuales se centran en las carencias de los usuarios, en lo que no poseen o lo que no han podido poseer, a fin de justificar determinadas acciones desde el poder estatal y central.  En efecto, si sólo se observa a los usuarios como clientes carentes

“los masificamos y los atendemos como elementos que se pueden reemplazar pero que siempre estarán ahí, pues mientras la carencia exista, la demanda estará garantizada; minimizamos su participación en la producción del servicio y les negamos cualquier poder de elección y de negociación con respecto a los servicios recibidos, anulando su participación y estableciendo como elemento dominante en la relación el poder de la institución y, como consecuencia, el sometimiento del cliente” (TOBÓN y MUÑOZ, 2001: 70 y 71).


Es evidente que detrás de esta dinámica de dominación del cliente, se construye todo un lenguaje y una retórica que permita operar sin ver más allá de los resultados asociados a indicadores y satisfactores inmediatos de ciertas necesidades.  Es la arrogancia institucional la que lleva a expresiones como “lo que es mejor para los clientes”, “lo que les conviene”, etc.  Por el uso de estas lógicas es que se justifican recursos en procesos de inducción y motivación de los clientes para participar en los diseños y proyectos que se les propone.  Y el círculo vicioso consiste en que si no se logra la participación, se justifica el incumplimiento de los resultados sin una autocrítica a la falta de procesos de participación en las instancias iniciales de los proyectos, esto es, que sean los usuarios quienes determinen sus propias necesidades.


Ahora bien, a la propuesta sobre la necesidad de participación, se agregan preguntas fundamentales: ¿cómo se participa?, ¿en qué condiciones se participa?, ¿qué relaciones se establecen en los procesos de participación?  Lo que está más claro es la proporción existente entre aumento del nivel de participación de los usuarios y aumento de su autonomía.  Por ello, el problema central es que la dominación que ejercen las actuales instituciones de los servicios públicos se traduce en exclusión

 “Los clientes son excluidos porque se les ignora o se les niega participación en la toma de las decisiones que tienen que ver con el servicio.  Su saber es suplantado por el saber del técnico y la dinámica de su vida es suplantada por la dinámica programada para la prestación del servicio” (TOBÓN y MUÑOZ, 2001: 79).


De esta forma, la participación está menos relacionada con procedimientos que con una cultura de la participación.

Por otra parte, las reflexiones sobre la ciudadanía y la participación suelen centrarse en la perspectiva del Estado y la necesidad de su fortalecimiento ante los desafíos de la gobernabilidad.  Por esta razón los Estados nacionales han invertido fuertemente en estudios, por ejemplo, a través de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL; el Centro Latinoamericano de Documentación Económica y Social, CLADES; el Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social, ILPES; y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD.  Asimismo, como se menciona más adelante (2.3.4.), los distintos programas han surgido precisamente desde el Estado, desde el Estado con apoyo de algunas ONG’s o desde el Estado con apoyo de Organismos Internacionales de carácter Interestatal (PNUD, UNESCO); o bien, como programas que incluyen los distintos ámbitos de relación.

PROCESOS DE PARTICIPACIÓN EN CHILE: DISCURSOS DE LAS EXPERIENCIAS GUBERNAMENTALES Y NO GUBERNAMENTALES.


Los procesos de participación en Chile tienen dos trayectorias y, al mismo tiempo, dos orígenes, en su desarrollo:

a) Forman parte de una lógica centralizada y centralizadora desde el Gobierno, recogida conceptualmente en la idea de Participación Ciudadana.  Esta lógica se inserta en un modelo de Democracia Representativa o de Gestión  -y no de Democracia Participativa, que sustenta la visión de este estudio.  Este recorrido se inicia con el Instructivo Presidencial sobre Participación Ciudadana (diciembre de 2000), el cual actualmente es Proyecto de Ley y que sienta los “principios” de la participación, particularmente desde el compromiso de los Servicios Públicos del Estado.  Esta trayectoria considera, también, la Carta de Santiago de Chile (22 y 23 de mayo de 2003) y las actividades del Grupo de Acción Digital (2004): Agenda Digital. Chile 2004-2006. 

b) Organizaciones No Gubernamentales, ONG’s que, con distintos tipos de financiamiento, siguen procesos relacionados de diferentes formas con la trayectoria anterior.

Para el análisis del discurso público del Gobierno y del Sector Público, a nivel Central y Regional, sobre la “participación”, se analizó: 

1. Instructivo Presidencial sobre Participación Ciudadana (diciembre de 2000).

2. Carta de Santiago de Chile (22 y 23 de mayo de 2003).

3. Grupo de Acción Digital (2004): Agenda Digital. Chile 2004-2006.

4. Plan Regional de Participación Ciudadana.  Hacia la Construcción de una Política (Temuco, diciembre de 2003).


Los principales ejes del discurso son: 

· Jóvenes voluntarios se organizan para participar.

· Gobierno promueve y coordina la participación, en contextos de gobernabilidad.

· Empresas se comprometen con los valores de la participación.

· La Agenda Digital (2004 - 2006) y las 34 iniciativas del gobierno organizan e instrumentalizan objetivos de un Gobierno Digital y una población conectada masivamente.

· La incorporación de TIC’s asegura la modernización del Estado y el Sector público.

· La incorporación de TIC’s permite enfrentar los contextos tecnológicos y digitales a nivel internacional.

· La participación fortalece la sociedad civil y legitima las políticas públicas.

· El sector público abre la posibilidad de participación real a la sociedad civil, a través de políticas y programas gubernamentales que se ejecutan en la región.

· La Participación Ciudadana contribuye al reconocimiento y ejercicio efectivo de los derechos y deberes establecidos institucionalmente.

· Las acciones orientadas a la Participación Ciudadana, que involucran a los distintos actores sociales, permiten la consolidación de una política regional sobre la materia.

· El cumplimiento de las 106 metas regionales sobre Participación Ciudadana, se logra a partir de un diseño previamente elaborado, que contempla: ámbitos de acción pública (factores), momentos (tiempos), instrumentos (procedimientos) y herramientas para cada una de las metas.

· Las 106 metas regionales de Participación Ciudadana se integran a una Estrategia Regional de Desarrollo, en 4 niveles: Desarrollo Humano y Cultural, Desarrollo Productivo, Desarrollo del Conocimiento Propio y Desarrollo Territorial.

· Las 106 metas regionales de Participación Ciudadana son tratadas en el Sistema de Registro y Monitoreo, SIRMON, lo cual asegura su cumplimiento en los plazos pre establecidos.


Y las principales contradicciones de estos discursos se traducen en las siguientes preguntas:

· Cómo logra el gobierno asegurar la responsabilidad social de las empresas.

· Cómo puede el gobierno establecer niveles adecuados de “conciencia cívica” en la ciudadanía.

· Cómo colaboran las empresas con el gobierno y la ciudadanía, para lograr la participación, a partir de las diferencias de intereses:


Empresa: interés privado y fin de lucro.


Gobierno: interés público sin fin de lucro.

· Qué niveles de transformaciones sufre el gobierno y la empresa, como organizaciones, producto de su interrelación.

· Se puede lograr la participación ciudadana, iniciada desde un compromiso del sector público “por Instructivo Presidencial”.

· Cómo se evalúa y asegura efectivamente el rol del sector público, la relación voluntariado-participación y la relación participación-gobernabilidad.

· Brecha digital:  desigual distribución de ingresos asociado a bajos índices de conectividad.

· Centralización de la conectividad: las diez comunas más conectadas corresponden a la zona Oriente de Santiago (CENSO 2002).

· Falta de calidad y cantidad de capital humano en TIC.

· Falta de capacitación en TIC en el ámbito laboral.

· Desigual avance del gobierno digital, en relación a los distintos servicios públicos.

· Débil acceso y uso de TIC en empresas.

· Escaso desarrollo de la industria TIC.

· El marco jurídico y normativo aún es insuficiente e incoherente.

· Es posible lograr una apertura del Sector Publico a la participación ciudadana sin una innovación en la cultura organizacional de la administración pública y sin la transformación del modelo de democracia vigente.

· Cómo se inserta la participación   ciudadana en un modelo de democracia representativa y de gestión y no participativa.

· Cómo se logra una participación ciudadana en el contexto de una política regional con un sistema centralizado y centralizador.

· Cómo se pasa a un Gobierno Regional y una Ciudadanía Regional desde una Voluntad Política del Gobierno Central.

· Es suficiente un Sistema de Registro y Monitoreo para lograr el cumplimiento de 106 metas regionales sobre participación ciudadana.

En tanto que a nivel del discurso de las ONG’s, se observan los siguientes ejes discursivos:

· Tecnologías de la información al servicio de la ciudadanía, pues permiten el fortalecimiento de la participación de la sociedad civil.

· Vida en solidaridad, democracia, justicia y tolerancia.

· Fortalecimiento de las instituciones del sistema democrático.

· Integración social de los ciudadanos.

· Formación de ciudadanos informados, con opinión, concientes de sus derechos y deberes.

· Relación entre el Estado y los intereses y necesidades de la ciudadanía.

· Promoción de la organización ciudadana y de la equidad.

· Ciudadanos comprometidos cívicamente.

· Procesos electorales informados, participativos y transparentes.

· Seguimiento de la sociedad civil.

· Fortalecimiento de partidos políticos.

· Capacidad de gestión de las organizaciones.

· Personas involucradas en las cuestiones públicas.

· Estrategias efectivas para involucrar a las personas en las cuestiones públicas.

· Grado de satisfacción de las personas con sus gobiernos comunales.

· Grado de satisfacción de las personas con sus propias organizaciones.

· Disminución de los costos de la acción social.

· Ampliar la efectividad de las acciones públicas (políticas de Estado) y privadas (empresas).

· Dar mayor sentido de pertenencia de los ciudadanos a una localidad y su cultura.

· Uso intensivo de tecnologías (internet) para agregar valor a los proyectos.

Y las principales contradicciones que se observa son:

· Es posible un control ciudadano efectivo.

· Cómo es posible, exactamente, la integración social de los ciudadanos en sociedades multiculturales.

· Cómo es posible, concretamente, el fortalecimiento de las instituciones del sistema democrático y cómo esto se relaciona el fortalecimiento de la sociedad civil.

· Cómo es posible, exactamente, formar ciudadanos informados, con opinión y concientes de sus derechos y deberes.

· Para qué se pretende buscar la promoción de la organización ciudadana y el compromiso cívico de los ciudadanos.

· Cómo es posible, concretamente, fortalecer la sociedad civil.

· Cómo se realiza el seguimiento de la sociedad civil.

· Cómo se logra una participación ciudadana virtual.

· Cómo se logra una relación entre la incorporación de tecnologías de la información y la comunicación y el fortalecimiento de las capacidades participativas de la sociedad civil.

· A quién le interesa la disminución de los costos de la acción social.

· Cómo se logra la efectividad de las políticas públicas y del rol social de las empresas.

· Según qué criterios tiene mayor valor el entrenamiento práctico que el conocimiento teórico.

· En qué medida las tecnologías agregan valor a los proyectos.

· En qué consiste la capacidad emprendedora de las personas.

ALGUNAS CONSIDERACIONES FINALES: ACCESO, TOMA DE DECISIONES, FORMAS Y NIVELES DE PARTICIPACIÓN.


Una de las discusiones fundamentales sobre el acceso y la toma de decisiones está referida a la necesidad de que los actores que integran los procesos participativos precisamente decidan y accedan a dichos procesos, en las instancias iniciales y no como convocados a respaldar o no, mediante su votación, determinados programas previamente diseñados.


MIRALLES y ALFONZO (2001) plantean una contradicción clave al respecto: “hemos urbanizado mucho pero no hemos construido ciudad”, lo que significa, entre otros aspectos, que existe un excesivo énfasis en los diseños y planes exógenos y escasa preocupación por la integración de dichos espacios con sus habitantes, una escasa apropiación de los sujetos de sus entornos.  


Asimismo, los autores apuntan a un “excesivo peso de los factores técnicos y económicos en los proyectos de desarrollo urbano y la debilidad del enfoque cultural en la construcción de ciudad y ciudadanía” (MIRALLES y ALFONZO, 2001).  En efecto, las variables “capital social” y “capital cultural” aparecen insistentemente obviadas en los programas, en una lógica de clientelismo autoritario.  De hecho, “en la promoción de la descentralización se deben establecer sistemas para la participación ciudadana en los gobiernos metropolitanos y para la información pública, además de actividades que eleven la conciencia pública” (MIRALLES y ALFONZO, 2001).


Por su parte MUÑOZ (1997) distingue tres formas de comunicación urbana que constituyen, sin duda, una aproximación inicial a las formas y niveles de participación:

a) Los lugares de comunicación, como la identificación espacial.

b) Las redes móviles, como la red vial.

c) Los territorios simbólicos, como los graffittis.

Evidentemente, esta distinción es aún insuficiente para las pretensiones comprensivas de la presente investigación.

El rol de la comunicación en la toma de decisiones y el acceso, va más allá de constituirse en instrumentos de difusión, para transformarse en agentes del proceso participativo.  Este aspecto es crucial debido a la existencia de determinadas estructuras de medios y el desafío que supone, en ese contexto, incorporar a los medios en una dinámica de participación.

Así, para MIRALLES y ALFONZO (2001), 

“el fortalecimiento de la articulación social y de mediación de lo público [requiere tres elementos]: una propaganda político-cultural que genere identidades y legitimidades; una publicidad comercial que organice el mercado; y una comunicación social que permita la participación y orientación de la población en su ambiente” (MIRALLES y ALFONZO, 2001).

En el caso latinoamericano resulta de interés conocer la llamada Declaración de Lima Literal d, punto 2 (1996), la cual indica que:

“los gobiernos locales definan y articulen políticas de comunicación y participación ciudadana como componentes de la ejecución de obras públicas, políticas sectoriales en el campo de la educación, salud, transportes, servicios públicos, promoción cultural, etc., fomentando el ejercicio de deberes y derechos ciudadanos en ellos”.

Esta Declaración de Lima, patrocinada por la UNESCO, se integra a otros planes que involucran a los distintos actores.  De hecho, en el proyecto de Estrategia a Medio Plazo (2002-2007) de la UNESCO, se propone la creación de un portal UNESCO del conocimiento, que destaque:

“Los diversos experimentos realizados en materia de democracia electrónica y de gobernación ‘en línea’, así como de las posibilidades de mejorar la administración pública y la participación ciudadana utilizando las tecnologías de la información y la comunicación [considerando] la contribución [de estas tecnologías] al desarrollo de la educación, la ciencia y la cultura, y a la construcción de una sociedad del conocimiento, entre cuyos objetivos estratégicos están:

- Promover la utilización de las tecnologías de la información y comunicación con miras a la creación de las capacidades, la autonomía, la gestión democrática y la participación social.

- Fomentar la elaboración de instrumentos de información y comunicación apropiados para sustentar la adopción de decisiones y fomentar el diálogo entre los ciudadanos y los poderes públicos, consolidando así la gestión democrática y la participación ciudadsana” (UNESCO, 2001).

Otras experiencias latinoamericanas se han desarrollado en Bolivia, Colombia y Uruguay.  Por ejemplo, en Bolivia a partir de la promulgación en 1994 de la Ley de Participación Popular, se propuso un sistema nacional de comunicación descentralizada, basado en 4 fundamentos:

a) Planificación de la comunicación.

b) Responsabilidad estatal.

c) Comunicación para el desarrollo, entendida más allá de un aumento cuantitativo de la estructura de medios, sino como el hecho de que las políticas, estrategias y planes de desarrollo deben considerar a la comunicación como un elemento central de sus objetivos.

d) Democratización de la comunicación, en los niveles de: acceso, participación y propiedad de los medios.

Sin embargo, la relación acceso, participación y propiedad de los medios no se agota en el debate, y, por cierto, en la solución, del problema de la concentración de los medios, pues incluye, la diversidad tanto en la propiedad, como en los contenidos. Es decir, las medidas contra la concentración de la propiedad de los medios (monopolios, duopolios u oligopolios), no asegura la diversidad de contenidos.

En el caso de Colombia, el Gobierno y la Fundación Social han propuesto un modelo de comunicación pública basado en 5 principios: 

· Visibilidad.

· Inclusión.

· Participación.

· Equidad.

· Prevención.

 “Pensar la comunicación como movilización social significa construir articulaciones colectivas de sentido, mediadas por los medios masivos y legitimadas por la actuación de las organizaciones sociales, para que actores sociales de diferentes procedencias y filiaciones puedan asumir concertadamente propósitos comunes de transformación de la sociedad” (Gobierno de Colombia/Fundación Social, 1999).


Los citados procesos de movilización social suponen:

a) Circulación suficiente y transparente de información.

b) Construcción y socialización de imaginarios que apunten a consolidar una voluntad común.

c) Inclusión de la información y los imaginarios en la agenda pública.


Con la intervención de diferentes actores:

a) Productor social, que aporta el sentido general del proceso y provee recursos.

b) Unidad editora, con capacidad técnica para diseñar y realizar materiales comunicativos.

c) Red de actores sociales, con sus propios públicos, capaces de movilizar audiencias particulares.

El modelo tiene una dinámica flexible en la relación institucionalidad pública y estatal - institucionalidad privada, aunque se trata de comunicación en un sentido público.

El tercer caso corresponde al del Gobierno de la República Oriental de Uruguay (1994-1995), en el cual ocurrió un fenómeno extensible, en mayor o menor grado, al resto de los casos latinoamericanos:

 “La participación ciudadana en los procesos de desarrollo local, el debate en torno a asuntos que atañen a la sociedad civil e incluso el análisis del aparente distanciamiento de los actores locales en la toma de decisiones […] no había sido abordado aún en claves comunicacionales”.


En estos escenarios, CAIRO (2002), nos presenta algunos debates claves en la relación entre las dimensiones del acceso y el uso de las tecnologías.  Estos debates son fundamentales en el contexto del excesivo énfasis tecnológico de la participación, pues 

 “en cualquier asamblea el número de cuestiones a debatir y las opciones a tomar son necesariamente limitadas […] el problema del procesamiento y combinación de millones de datos de manera rápida y eficaz […] la posibilidad de aumentar radicalmente el número de integrantes de la comunidad política no es necesariamente una garantía de su integración” (2002:25).


En este mismo sentido, TSAGAROUSIANOU (1998) plantea que

“La democracia electrónica […] no puede, por si misma, democratizar las comunidades que la utilizan.  La creación de espacios públicos, la articulación de puntos de vista y demandas, la formación de ciudadanos, requiere mucho más energía y compromiso e implicación de las bases en el debate público” (1998:176).


Por otra parte, WILHELM (2000) señala cuatro elementos necesarios para la existencia de un “ciberespacio democrático”: la posesión de recursos anteriores, la inclusividad, la deliberación y el diseño.  En efecto, resulta evidente que cualquier tipo de red no favorece la relación y la conectividad, y, por lo tanto, el acceso y la participación.


Junto al debate sobre el acceso y la toma de decisiones en los procesos de participación, debemos comprender que las actuales lógicas, particularmente las tecnológicas, producen transgresiones en los espacios públicos y privados y sus consecuencias exigen evaluar críticamente los mecanismos y repensar la composición de las comunidades, especialmente a partir de las dinámicas reticulares y ya no territorializadas.


Otra de las preocupaciones a partir de la relación entre tecnologías y acceso y participación es la necesidad de identificar ciertos parámetros claves, como el acceso a computadores, la infraestructura de entrada a la red y la adquisición de conocimientos e información.


De estos parámetros se desprenden ciertas variables claves para la discusión sobre el acceso, la toma de decisiones y la participación:  clase social, género, edad, nivel educativo, etnia, idioma, zona-hábitat, convicciones políticas y religiosas, etc.  (CAIRO, 2002:53).


Naturalmente la discusión sobre el uso de tecnologías y el acceso supone aspectos técnicos como (CAIRO, 2002: 55-60):

a) Equipamiento o hardware.

b) Infraestructura de acceso: calidad técnica (velocidad de acceso, volumen de datos posibles, protección y privacidad; modo de conexión, disponibilidad del servidor, etc.) y diseño de la estructura, intentando salir del modelo de difusión.

c) Lugar de acceso.

d) Conectividad a la red.

e) Disponibilidad de la información.

f) Objetivos y formas de aprendizaje.


Estos aspectos, por muy técnicos, son también fundamentales, pues la discusión sobre el acceso y la toma de decisiones, como dimensión, se enmarca en la lógica de las tecnologías, la cual ha sido incluida políticamente en la mayoría de los programas de “participación ciudadana” y de “democracias participativas”.


Algunas de las preguntas que constituyen los actuales desafíos son:

· ¿Qué rol cumple el Estado en los procesos de participación?.

· ¿Cómo influye el modelo de de democracia vigente y las lógicas de centralización/descentralización en los procesos de participación?.

· ¿Qué relación existe entre:

· Gobernabilidad y participación.

· Gobernabilidad y empresa.

· Gobernabilidad y voluntariado.

· Empresa y voluntariado.

· Empresa y participación.

· Voluntariado y participación.

· Gobierno y acceso de usuarios.

· Gobierno y empresa.

· Gobierno y formación masiva de capital humano.

· Empresa y formación masiva de capital humano.

· Empresa y acceso de usuarios.

· Formación masiva de capital humano y acceso de usuarios.

· ¿Qué rol cumplen las tecnologías en los procesos de participación: modelo de mercado, modelo infocrático y modelo internet?.

· ¿Cuáles son las formas de participación de la gente?.

· ¿Qué espacios de participación se utilizan efectivamente: lugares, territorios simbólicos, etc.?.

· ¿Qué distinción se hace entre lo público y lo privado?.
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